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De acuerdo con la jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional, la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones de la Seguridad Social, pues al versar sobre derechos de orden legal, se deben debatir ante la jurisdicción laboral o la contenciosa administrativa. (…)
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide. (…)
Frente a la acreditación del perjuicio irremediable, la Alta Magistratura Constitucional ha indicado, que con relación a aquéllas personas que solicitan una pensión de invalidez, se presume la generación del perjuicio irremediable, en la medida que hay compromiso del mínimo vital, si se tiene en cuenta que la discapacidad para trabajar conlleva, por obvias razones, la dificultad de subvenir, con la propia actividad, los medios de subsistencia de quien ha caído en tal estado. (…)
Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en afirmar que una actuación es temeraria “cuando a través de la interposición de varias acciones de tutela simultáneas o sucesivas, se pretende satisfacer una misma pretensión material, basada en supuestos de hecho idénticos…” 

Sin embargo, “en aquellos casos en que no se configure una actuación temeraria, las acciones de tutela interpuestas deben ser declaradas improcedentes, puesto que sobre las mismas opera la cosa juzgada constitucional…
Sea lo primero advertir, que una solicitud en ese mismo sentido fue conocida por jurisdicción constitucional, cuando el Juzgado Segundo Civil del Circuito, resolvió una acción de tutela iniciada por la actora contra Colpensiones, la cual fue negada…
… Esa decisión, fue confirmada por la Sala de Decisión Civil Familia, con iguales argumentos.

Como puede verse, con anterioridad la jurisdicción constitucional analizó el fondo del asunto, por lo que en este momento no hay forma que se reviva la discusión ya zanjada por esta misma vía. (…)

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, siete de noviembre de dos mil diecinueve
Acta N° 0         de 7 de noviembre de 2019
Procede la Sala de Decisión Laboral No 1º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decir la impugnación formulada por MARIA DEYANIRA TRUJILLO GUZMÁN contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el día 27 de septiembre de 2019, dentro de la acción de tutela que le promueve a COLPENSIONES.

HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora María Deyanira Trujillo Guzmán que debido a múltiples patologías que la aquejan inició el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral ante la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda; que este trámite le fue informado a Colpensiones por disposición del ente calificador; que en comunicación de fecha 23 de abril de 2018 el fondo de pensiones se dio por notificado del proceso de calificación que finalizó con el dictamen rendido por la Junta en el que determinó un 53.59% de pérdida de capacidad laboral, de origen común y fecha de estructuración 15 de septiembre de 2015.

Informa que con el resultado del dictamen solicitó a Colpensiones el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, pero sorpresivamente la entidad negó la prestación desconociendo la calificación realizada ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez, debido a que la primera valoración debió ser realizada por el médico laboral de la entidad; que contra dicha decisión interpuso los recursos de ley, pues considera infundada la negativa a reconocer el dictamen de la Junta Regional de Calificación, toda vez que el trámite adelantado ante ese órgano le había sido informado oportunamente y se tuvo por notificada; no obstante tal apreciación, la prestación no le fue reconocida en la alzada.
Refiere que, luego de agotar el trámite administrativo, acudió a la acción de tutela con igual pretensión, pero sin ningún resultado positivo, no quedándole más remedio que iniciar nuevamente el proceso de calificación, pero esta vez por intermedio de la tutelada; que el día 5 de marzo de 2019 presentó solicitud en tal sentido acompañada con los documentos necesarios para que se iniciara con la valoración; que luego de ello, Colpensiones le requirió, en dos oportunidades, la entrega de la historia clínica actualizada, petición que atendió de manera oportuna; sin embargo, en comunicación de fecha 30 de agosto de 2019, le fue comunicada que el proceso de calificación había sido suspendido en atención a la existencia de una valoración de menos de tres años realizada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez.

Cuenta que en otros casos, como el del señor José Roberto Vélez Trujillo, que también se encontraba representado por su apoderado judicial y en las mismas condiciones que las suyas, le fue reconocida la pensión de invalidez, sin ningún contratiempo.

Sostiene que es una mujer de 70 años, enferma y con una difícil situación económica, por lo que no está en condiciones de someterse a las decisiones arbitrarias y caprichosas de Colpensiones y es por tal razón acude a la vía constitucional buscando la protección de sus derechos fundamentales a la igualdad, mínimo vital, dignidad humana y seguridad social, la cual se concreta con la orden a la accionada de reconocer y pagar la pensión de invalidez a partir del 15 de septiembre de 2015. 

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Tercero Laboral del Circuito, el cual, luego de admitirla corrió traslado a Colpensiones por dos días, para que ejerciera su derecho de defensa.

En comunicación de fecha 23 de septiembre del año que avanza,  Colpensiones se pronunció indicando que las peticiones y recursos presentados por la señora María Deyanira Trujillo Guzmán han sido atendidos oportunamente, haciendo notar que en la primera oportunidad, su solicitud pensional no prosperó porque no logró la entidad establecer si el dictamen presentado por la actora se encontraba ejecutoriado, pues no cumplió con los presupuestos establecidos por el artículo 29 del Decreto 1352 de 2013, para acudir directamente ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez.
Respecto a la calificación que pretende se adelante a través de esa entidad, indica que en virtud a lo dispuesto en el artículo 10  del Decreto 917 de 1999, la existencia de un dictamen de menos de tres años de antigüedad, impide adelantar el nuevo proceso de calificación.
Respecto a la iniciación de la tutela, hizo notar el carácter subsidiario de este tipo de acciones, para señalar que deben ser los medios ordinarios de defensa judicial los llamados a determinar la procedencia del derecho que reclama la peticionaria, pues aquélla fue concebida como un mecanismo subsidiario y residual y para que proceda, por lo menos transitoriamente, debe acreditarse el perjuicio irremediable.

Por último, hace referencia a la obligación del juez constitucional de velar por el uso adecuado de los recursos, evitando que una situación particular llegue a afectar el sistema pensional y por ende las garantías y beneficios de todos sus afiliados.

Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado, luego de verificar la  procedencia de la acción de tutela de la señora María Deyanira Trujillo Guzmán, debido a la avanzada edad y a la situación médica, determinó que a pesar de existir dictamen de pérdida de capacidad laboral superior a 50% y acreditar el número de semanas mínimo para acceder al derecho pensional, Colpensiones tiene argumentos legales para desconocer la calificación efectuada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez, pues no tuvo la oportunidad de controvertir del dictamen o hacer parte del trámite, impidiendo así su validación.

Respecto a la calificación que buscó la tutelante se efectuara a través de Colpensiones, también considera argumentos atendibles para no iniciar dicho procedimiento, el previsto en el artículo 10  del Decreto 917 de 1999, soportado en la jurisprudencia de esta Corporación, que dispone de debe transcurrir mínimo un año para que se realice una nueva calificación.

Finalmente estimó la funcionaria de primer grado en el presente asunto, que respecto a la pretensión de la actora, se configuró la cosa juzgada constitucional, pues ante el Juzgado Segundo Civil del Circuito, presentó también acción de tutela con el fin de que le fuera reconocida la pensión de invalidez con base en el dictamen proferido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez.

Inconforme con la decisión la actora la impugnó trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos en el libelo inicial e insistiendo en que no se configuró la cosa juzgada constitucional, toda vez que nuevos hechos fueron incorporados al fundamento fáctico, en los que se pone de manifiesto la vulneración de sus derechos fundamentas.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Procede la acción de tutela para solicitar el pago de una prestación derivada de la seguridad social?

¿Se configuró la cosa juzgada constitucional?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA RECLAMAR PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

De acuerdo con la jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional
, la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones de la Seguridad Social, pues al versar sobre derechos de orden legal, se deben debatir ante la jurisdicción laboral o la contenciosa administrativa.

Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

2. ACREDITACIÓN DEL PERJUICIO IRREMEDIABLE 

Frente a la acreditación del perjuicio irremediable, la Alta Magistratura Constitucional ha indicado, que con relación a aquéllas personas que solicitan una pensión de invalidez, se presume la generación del perjuicio irremediable, en la medida que hay compromiso del mínimo vital, si se tiene en cuenta que la discapacidad para trabajar conlleva, por obvias razones, la dificultad de subvenir, con la propia actividad, los medios de subsistencia de quien ha caído en tal estado
. 

También ha dicho esa Corporación que, “la condición de disminuido físico, sensorial o psíquico – que subyace a la calificación médica de pérdida de la capacidad laboral como presupuesto del reconocimiento del derecho a la pensión de invalidez -, coloca a la persona afectada bajo la órbita del derecho a la igualdad y la hace acreedora de una protección especial del Estado por encontrarse en circunstancias de debilidad manifiesta”
.   

3. TEMERIDAD y COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en afirmar que una actuación es temeraria “cuando a través de la interposición de varias acciones de tutela simultáneas o sucesivas, se pretende satisfacer una misma pretensión material, basada en supuestos de hecho idénticos. En estos casos el juez de tutela, debe constatar que se esté en presencia de una (i) identidad de accionado; (ii) identidad de accionante; (iii) identidad fáctica y (iv) ausencia de una justificación suficiente para interponer la nueva acción
. Ahora bien, también ha establecido el Alto Tribunal, que una vez verificados los anteriores presupuestos, para que se configure la temeridad debe percibirse mala fe en el actuar del peticionario. 

Sin embargo, “en aquellos casos en que no se configure una actuación temeraria, las acciones de tutela interpuestas deben ser declaradas improcedentes, puesto que sobre las mismas opera la cosa juzgada constitucional, que se predica de la revisión de fallos de tutela de la Corte Constitucional”
. (Negrillas fuera del original).
4. CASO CONCRETO

En el presente asunto, pretende la actora que, a través de este mecanismo excepcional, se protejan sus derechos fundamentales a la igualdad, mínimo vital, dignidad humana y seguridad social, ordenando a Colpensiones le reconozca y pague la pensión de invalidez, teniendo en cuenta para el efecto el dictamen rendido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez el 2 de mayo de 2018, donde fue calificada con una pérdida de capacidad laboral igual a 53.59% de origen común, estructurada el 15 de septiembre de 2015.
Sea lo primero advertir, que una solicitud en ese mismo sentido fue conocida por jurisdicción constitucional, cuando el Juzgado Segundo Civil del Circuito, resolvió una acción de tutela iniciada por la actora contra Colpensiones, la cual fue negada, al considerar el juez de tutela que, a pesar de ostentar la tutelante la calidad de sujeto de especial protección, no podía desconocer la normatividad que regula el trámite de calificación, en el que se establece a qué entidades les corresponde determinar en primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral, dentro de las que se cuenta Colpensiones, a la que debió acudir a efectos de que determinará la pérdida de capacidad laboral, toda vez que no se encontraba dentro de las excepciones previstas en el artículo 29 de Decreto 1352 de 2013, para acudir directamente a la Junta Regional de Calificación de Invalidez.

El análisis anterior fue suficiente para que determinara que ningún derecho fundamental había sido vulnerado  con la negativa de la accionada a reconocer la pensión de invalidez.  Esa decisión, fue confirmada por la Sala de Decisión Civil Familia, con iguales argumentos.

Como puede verse, con anterioridad la jurisdicción constitucional analizó el fondo del asunto, por lo que en este momento no hay forma que se reviva la discusión ya zanjada por esta misma vía.
Ahora bien, no desconoce la Sala que en la presente acción, la actora trae a relucir nuevos hechos generados por la decisión de Colpensiones de no reconocer la prestación y la negativa de la jurisdicción constitucional de amparar sus derechos fundamentales.   

Estos supuestos fácticos, están relacionados con la solicitud que elevó a la accionada,  conforme lo dispone el inciso segundo del artículo 41 de la Ley 100 de 2012, para iniciar el proceso de calificación a través de la llamada a juicio.  En esta nueva oportunidad, la tutelada se niega a adelantar el proceso de calificación por existir una calificación previa realizada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de menos de tres años de antigüedad.
Esa decisión de la entidad, considera la actora, la habilita, no sólo para presentar una nueva acción de tutela, sino para convalidar la legalidad de la calificación ya realizada, lo cual no es posible, pues como se señaló con antelación, ese análisis ya fue surtido en la jurisdicción constitucional, configurándose así la cosa juzgada constitucional.

Respecto a la decisión de  Colpensiones de no dar continuidad a la valoración de la accionante por medicina laboral, se tiene que el fundamento jurídico que la apoya, nada tiene que ver con el asunto, pues el artículo 10 del Decreto 917 de 1997,  hace referencia a las “instrucciones para médicos interconsultores”, más no a la prohibición de realizar un nuevo dictamen.

Ahora si la entidad se refiere a revisión del estado de invalidez de la señora Trujillo Guzmán, por el hecho de que el realizado por la Junta de Calificación de Invalidez arrojó una pérdida de capacidad laboral superior al 50%, habría que decir que el ordinal a) del artículo 44 de la Ley 100 de 1991, establece dicha revisión, cada tres años, pero para quienes tienen la calidad de pensionados, que no es el caso.

No obstante lo anterior, el  Manual Único para la Calificación de la Pérdida de la Capacidad Laboral y Ocupacional, en el numeral 4.6, establece que la mejoría médica máxima se determina en el año próximo a la valoración, lo que indica que un nuevo dictamen puede realizarse vencido dicho periodo.
En este caso, el dictamen de la Junta de Calificación de Invalidez fue proferido el 2 de mayo de 2018 y la solicitud a la accionada para que se realizara la determinación de su pérdida de capacidad laboral se radicó el 5 de marzo de 2019, lo que indica que no había trascurrido un año.  Vale la pena aclarar que la existencia de un dictamen previó difiere la nueva calificación a la anualidad siguiente, con independencia de que sea oponible o no a las entidades del sistema integral de seguridad social.

De acuerdo con lo anterior, lo que corresponde a la actora, es iniciar en término el proceso de calificación ante Colpensiones o adelantar el trámite ordinario correspondiente, si lo que busca es el reconocimiento pensional con base en el dictamen que desconoce dicho Fondo, toda vez que la accionada tiene argumentos atendibles para sustraerse de la obligación de calificar en primera oportunidad a la peticionaria.

Como corolario de lo expuesto, se tiene que habiéndose configurado la cosa juzgada constitucional, sin que haya lugar a declarar la temeridad porque no se percibe mala fe se confirmará la improcedencia de la acción de tutela declarada en primera instancia.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 27 de noviembre de 2019.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
� T-371 de 1996, T-78 de 1998, T-476 de 2001, T-1083 de 2001 y T-634 de 2002


� T-453/11


� T-144 de marzo 30 de 1995, M. P. Antonio Barrera Carbonell.


� T-151-12 


� Ibídem 
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